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I- Introducción 

 

 En las próximas páginas intentaré presentarle al lector las diferencias 

fundamentales entre el activismo judicial y el garantismo procesal. Comenzaré 

explicando la vinculación de una y otra ideología con dos sistemas procesales 

opuestos, el inquisitivo y el dispositivo.  

  Más adelante, confrontaré ambas doctrinas en lo que respecta a la 

búsqueda de la verdad material y la verdad procesal, así como el contraste 

entre la preponderancia de la función jurisdiccional y la actividad de las partes.  

 Luego, con fundamento en su vital importancia para el proceso, me 

referiré a la actividad del juez en relación al principio de congruencia. 

 Concluyendo, con la intención de no aislarme del contexto de nuestro 

país y con el objetivo de insertar en el plano actual este debate teórico, 
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finalizaré con algunas reflexiones sobre la crisis del sistema de justicia y las 

posibles alternativas de cambio.  
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II- Los sistemas procesales de enjuiciamiento y el rol del Estado 
 

 

Los sistemas procesales están ligados sin duda a ideologías políticas. 

Durante cientos de años el derecho fue utilizado como una herramienta de 

ejercicio del poder, mundialmente se han desarrollado sistemas inquisitoriales 

donde el juez era un mero ejecutor de las voluntades políticas de turno, lejos de 

la independencia y la imparcialidad propias de su función. En este tipo de 

modelos de enjuiciamiento, que funcionaron a la perfección en regímenes 

totalitarios, el “proceso” funcionaba como una herramienta de control social en 

la que no se respetaban garantías constitucionales de ninguna índole y sólo el 

magistrado tenía amplias facultades instructorias para obrar.  

En contraposición, el auge de la concepción liberal de la economía en el 

siglo XIX dio lugar a una concepción distinta, en la que el juez ya no tenía 

prácticamente ninguna participación en el proceso sino que eran las partes las 

que disponían de él, salvaguardando sus garantías constitucionales y evitando 

cualquier abuso o injerencia indebida del Estado en el plano de sus libertades 

individuales.  

Estas posturas antagónicas, que representan los dos grandes extremos 

que dividen a la doctrina, se han ido modificando desde entonces. Mientras el 

sistema inquisitivo se fue “codificando”, otorgándole aparente legalidad a las 
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prácticas autoritarias1, el sistema dispositivo cambió el rol del juez en el 

proceso atribuyéndole la responsabilidad de dirigirlo, garantizando el desarrollo 

del debido proceso legal y el ejercicio de los derechos de las partes.2 

Lamentablemente en Latinoamérica, seguimos conviviendo con 

reminiscencias inquisitoriales incompatibles con nuestra Constitución 

Nacional.3 Hay quienes destacando la naturaleza pública de proceso, lo 

conciben como un instrumento puesto a favor del Estado y no como una 

garantía para los ciudadanos.4  Son los mismos que escudados en fines 

superiores al individuo, propician el activismo judicial, que no es más ni menos 

que el aumento de los poderes del Estado en la sociedad, a través de la 

actuación del juez en el proceso. 

                                                 
1 Téngase en cuenta que en un principio, el acusado en el sistema inquisitivo desconocía por 
completo el procedimiento utilizado así como la causa de su juzgamiento. El antecedente 
histórico más significativo de este sistema está dado por el Concilio de Letrán de 1215 y 
posteriormente por la Inquisición Española que institucionalizaron la persecución de Estado. No 
existía ninguna participación del acusado, el juez era quien acusaba, luego afirmaba y 
posteriormente juzgaba (obviamente de oficio). La búsqueda denodada de la verdad y la falta 
de participación del individuo en la etapa probatoria instituyeron a la confesión en la probatio 
probatissima y contribuyeron a la oficialización de las torturas. Paulatinamente, estas ideas se 
fueron plasmando en códigos otorgándoles algo más de “transparencia” a las prácticas pero sin 
dejar de ser absolutamente vejatorias de los derechos individuales. Basta remitirse a la 
Ordenanza Austriaca de 1895, la Alemana de 1937 (no casualmente bajo el gobierno de Adolf 
Hitler) y el Código Italiano de 1940 (encomendado por Benito Mussolini).  
2 El sistema dispositivo, entendido como continente del debido proceso, se vislumbra  también 
en tiempos remotos (aunque no expresamente) en la Carta Magna de 1215 de Inglaterra, 
reiterada en la Declaración de Derechos de 1689 (Bill of Rights) y la Constitución de EEUU de 
1787. Sin duda, la Revolución Francesa de 1789 y la Declaración de los Derechos del Hombre, 
favorecieron a darle el último impulso y expandir la idea que se plasmó finalmente en casi todas 
las Constituciones de Latinoamérica, emulando los principios sentados en la carta fundamental 
norteamericana. 
3 Como anticipáramos, si bien nuestra Constitución se construyó sobre basamentos de neto 
corte liberal, desde sus inicios convivió con legislación europea, embebida en regímenes 
autoritarios.  
4 Es la llamada publicización del proceso civil. 
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No por esto pretendo tachar de ilegítimas las posturas al respecto, sólo 

quiero que el lector advierta que este debate se compone de matices técnicos, 

ideológicos y además políticos. 

Tanto el activismo judicial como el garantismo procesal se encuentran 

ligados a estos dos sistemas. El sistema dispositivo resulta incompatible con el 

activismo judicial y lo propio sucede entre el sistema inquisitivo y el garantismo 

procesal.   

Más allá de los cambios operados por el paso del tiempo, de las distintas 

formas que adopta una misma ideología, lo cierto es que siempre el debate gira 

en torno a la concepción que se tenga sobre la relación entre el Estado y el 

individuo. 

   

III- El activismo judicial y el garantismo procesal 

 

III.1  La verdad material o la verdad procesal 

 

Como mencionamos anteriormente, el llamado activismo judicial pone el 

acento en el actuar del juez, en el rol social que éste detenta en su carácter de 

representante de Estado. Aquéllos que siguen esta doctrina, ponderan la 

función jurisdiccional a los intereses individuales, ya que persiguen un fin último 

y ejemplificatorio que consiste en definir para la sociedad aquello que es justo y 

verdadero muy a pesar de lo que soliciten las partes. 
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Pretenden desarrollar una cultura que implique el respeto y obediencia a 

los mandatos judiciales, reconociéndole a la autoridad jurisdiccional poderes 

implícitos o genéricos que administra y aplica aún de oficio5,  a costa de 

sacrificar el debido proceso legal.  

Permítanme compartir un tramo de una ponencia que entiendo ilustra 

esta postura: “... Para enfrentar dicha crisis es importante desarrollar una 

cultura que implique el respeto y obediencia a los mandatos judiciales; los 

jueces deben estar conscientes del rol social que les ha tocado desempeñar, 

rol que implica la difícil tarea de tomar decisiones justas pero que, a veces, 

resultan impopulares. La justicia no se imparte en función a la simpatía que 

pueda generar una decisión, sino sobre la base de una profunda convicción de 

que lo que se está haciendo es lo que corresponde hacer”.6 

Por mi parte, estimo que es al menos presuntuoso creer que un hombre 

sea capaz de decidir aquello que es justo, de descubrir la verdad absoluta. ¿No 

equivaldría eso a decir que hay tantas verdades como jueces existen? Me 

refiero a la posibilidad que existan al menos dos jueces que opinen distinto 

respecto a los mismos hechos, algo que sucede habitualmente cuando una 

sentencia es revocada por un Tribunal Superior. En ese caso, ¿quién conoce la 

“verdad”?  

                                                 
5 El juez se instituye así en una especie de tutor que sustituye a las partes en la dirección del 
proceso, tiene iniciativa probatoria, cautelar y a veces hasta legislativa (se sostiene que podría 
declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma). 
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Aún con la mejor intención, imaginando jueces que se desviven por 

llegar hasta el fondo de los hechos, no podemos concluir en que la sentencia a 

la que arriben va a ser una expresión de verdad material. Los términos “verdad” 

y “justicia” son tan subjetivos que ante un mismo hecho, dos personas con 

distintas creencias, sensaciones y culturas, pueden percibir cosas totalmente 

diferentes y de hecho, ambas aprehensiones pertenecer al plano de la realidad. 

7  

Sin ir más lejos, muchos de los conflictos que se someten a resolución 

se generan en virtud de distintas percepciones de un mismo hecho, que cada 

parte sostiene con la certeza que son verdaderas.  

En definitiva, a lo que el juez debe apuntar es a formar su convicción en 

base a todos los indicios probatorios arrimados por las partes y las 

conclusiones arribadas por sus auxiliares. El magistrado no examina 

personalmente todas las pruebas aportadas ni ha presenciado los hechos 

descriptos por las partes, en consecuencia no cuenta al momento de dictar 

sentencia con un conocimiento acabado de los hechos, sino que la “verdad 

                                                                                                                                            
6 Simons Pino, Adrián El derecho a la ejecución plena de las decisiones judiciales y los medios 
compulsorios procesales. En libro de Ponencias del II Congreso de Derecho Procesal. Fondo 
Editorial de la Universidad de Lima- Perú, 2002, páginas 103 y 104. 
7 Por ejemplo, si comparáramos los testimonios de los testigos de cualquier accidente natural o 
de tránsito, seguramente encontraremos variaciones en función al lugar desde el que 
percibieron los hechos, lo que oyeron, lo que sintieron, etc.  
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procesal” se va construyendo a lo largo del proceso y se define al concluir el 

mismo.8 

Ahora bien, partiendo de la premisa que el juez, debe atenerse a lo que 

prueban las partes, asumiendo que la “verdad procesal” muchas veces difiere 

de la “verdad real”, cabe analizar qué ocurriría si dotásemos a los jueces de 

mayores poderes jurisdiccionales para que, desviándose de lo pretendido 

inicialmente por las partes, pudieran indagar a fin de obtener la tan mentada 

“verdad absoluta de los hechos”.  

Para comprender mejor, imaginemos en primer lugar un magistrado sin 

elementos de convicción suficientes para fundamentar la sentencia, que en vez 

de fallar a favor del demandado, decide ordenar de oficio una nueva prueba. Si 

la prueba producida inclina la balanza hacia uno u otro lado, ¿Podríamos decir 

en rigor que el juez conserva su imparcialidad en el proceso? ¿No estaría 

beneficiando a una de las partes y en consecuencia, perjudicando a la otra en 

su derecho de defensa en juicio? La solución que obtuviese finalmente, ¿Sería 

la verdad científica de los hechos o más bien una construcción subjetiva del 

magistrado? 

                                                 
8 En un trabajo del maestro Adolfo Alvarado Velloso en el que analiza la actividad que debe 
cumplir el juzgador en la etapa confirmatoria o probatoria, dice textualmente lo siguiente”... Esta 
enorme diferencia conceptual existente entre los diversos “medios de prueba”hace que la más 
moderna doctrina se abstenga de utilizar dicha palabra prueba y prefiera el uso del vocablo 
confirmación (significa reafirmar su probabilidad): en rigor, una afirmación negada se confirma 
con diversos medios que pueden generar convicción (no certeza o crédito) a un juzgador en 
tanto que no la generan en otro.” (“La confirmación procesal y la imparcialidad judicial” por 
Adolfo Alvarado Velloso, publicada en http://www.eldial.com.ar/suplementos/procesal en fecha 



   Activismo judicial y Garantismo procesal 
Los poderes Jurisdiccionales a la luz del debido proceso 
 
 

Por Flavia García Melgarejo 
 
 
 
 

9 de21 

Las pretensiones indagatorias del juez jamás deben ubicarse  sobre los 

derechos de las partes, no podemos perder de vista que lo que pone en 

movimiento la función jurisdiccional es la instancia y que todo lo actuado fuera 

de lo rogado por las partes, compromete inevitablemente su imparcialidad, 

cuando no deviene además en arbitrario y autoritario. 

Bajo esta óptica, el juez activista no estaría interesado en el desarrollo 

del proceso, sino en el resultado del mismo, ya que busca formar su convicción 

con todos los medios que tiene a su alcance, paradójicamente tal como lo haría 

la parte interviniente en el litigio.9 

 

  III.2 La función jurisdiccional y la actividad de las partes 

 

En el sistema dispositivo las partes son las dueñas absolutas del impulso 

procesal, ellas afirman, confirman, alegan, e incluso pueden concluir el proceso 

en el momento que lo decidan. 

Concentran toda la iniciativa procesal a igualdad de instancias y de 

derechos. El actor determina la pretensión y el demandado la resistencia, el 

juez es un tercero que dirige el proceso, vigila los derechos sustanciales de las 

                                                                                                                                            
27/02/06. En realidad lo que se busca es formar la convicción del juez a través de la 
confirmación de los hechos alegados, pero no el descubrimiento de la verdad en sí misma.    
9 El juez no debe realizar actividad propia de la parte interesada (impartialidad), debe actuar 
como tercero careciendo de todo interés subjetivo en la resolución del conflicto (imparcialidad) 
y en forma independiente, sin encontrarse relacionado con ninguna de ellas.  
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partes y finalmente, una vez formada su convicción por las pruebas aportadas, 

resuelve el conflicto a través del dictado de una sentencia.10 

Así, el proceso relaciona a 3 sujetos, dos en plano antagónico pero en 

un pie de igualdad (pretendiente y resistente) y a un tercero equidistante, que 

por este motivo es imparcial, impartial e independiente. 

Reitero, el juez es un tercero y debe actuar como tal.  

Así planteadas las cosas, es dable concluir que el conjunto de facultades 

adicionales que el activismo pretende otorgarle al juez proviene 

invariablemente de aquellas que le son reconocidas a las partes. Por este 

motivo, cuando la autoridad se atribuya uno de estos derechos que antes 

estaban en cabeza de la parte, intervendrá en el proceso como auxiliar de una 

de ellas y perjudicando a la otra o viceversa.11   

Por otro lado, permítanme cuestionarme esta postura paternalista que 

pretenden imprimirles a los jueces. ¿Es que las partes y sus abogados no 

saben cómo defender sus derechos? ¿Acaso el magistrado tiene que doblegar 

su actividad siendo “juez y parte” para ayudar a la parte indefensa?  

                                                 
10 Esto siempre que, como bien dijimos, las partes no decidan concluirlo antes por alguno de 
los otros modos de terminación del proceso (extrañamente llamados anormales por nuestro 
Código Procesal vigente) 
11 Históricamente, se puede advertir en el sistema inquisitivo el juego de dos partes en el 
“proceso”: el juez que “pretende”, confirma y juzga (colocándose así en calidad de juez y parte) 
y el “resistente”. Toda actividad en el proceso produce sus efectos inclinando la “balanza” hacia 
uno u otro lado, es por este motivo que quitar el monopolio de la iniciativa a las partes, pone en 
riesgo la imparcialidad e impartialidad del juez ya que actuando como parte, beneficiaría a una 
de ellas (perjudicando lógicamente a la contraria).  
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Adentrándome en la investigación del tema, he leído vasta cantidad de 

textos que focalizan el centro de atención en los jueces y pierden de vista a los 

otros profesionales de derecho que intervienen en el proceso. ¿Es que 

precisamos alguien que supla nuestras malas artes, alguien que “encauce” 

nuestra estrategia procedimental? ¿O es que pretenden que los abogados 

renunciemos a procurar la defensa de nuestro cliente para dejar paso a la 

búsqueda de la verdad absoluta? 

Quizás la respuesta a estos interrogantes esté dada por la finalidad 

última de esta intervención, que no obedece al respeto de los derechos 

constitucionales de los que participan del proceso, sino a un objetivo algo más 

general y subjetivo, diría yo, vinculado a la “justicia” y la “verdad”.12   Ignoran 

los intereses privados en juego e imprimen al proceso carácter público, fijando 

sus horizontes lejos del individuo en miras a una pretenciosa justicia social. 

Parecería lógico suponer que esta justicia social nos involucra a todos y 

por lo tanto nos abarca en cuanto individuos, pero concretamente, ¿qué es la 

justicia social, cuál es el fin público que se busca dando más poderes al juez? 

¿Es que presumen una regla proporcional?  ¿A mayor poder mayor justicia? 

¿No sería mejor la fórmula: a mayor respeto de los derechos individuales 

mayor justicia? Me inclino por pensar que la justicia necesariamente importa el 

                                                 
12 Le atribuyo el carácter subjetivo por lo difícil que resulta definir estos objetivos y en 
consecuencia, delimitar su cumplimiento.  
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respeto de nuestros derechos constitucionales, tanto por parte de los 

particulares como del Estado mismo.  

 

IV- El activismo y el principio de congruencia 

 

A riesgo de aburrir al lector, para introducir este punto voy a reiterar que 

el juez debe pronunciarse estrictamente sobre lo aportado por las partes. Esto 

significa que no debe apartarse de la materia de controversia, ya sea omitiendo 

pronunciarse sobre lo que peticionaron o emitiendo juzgamiento sobre aquello 

que no solicitaron.  

La incongruencia de la sentencia torna anulable el pronunciamiento, con 

la consecuente inseguridad jurídica que esto conlleva.  Existen varios 

supuestos en los que la sentencia puede devenir incongruente: el juez puede 

omitir pronunciarse sobre algo que fue introducido en el debate (incongruencia 

citra petita), puede manifestarse en forma distinta a lo que solicitó la parte 

(incongruencia extra petita), resolver más de lo que solicitó el actor 

(incongruencia ultra petita) o finalmente puede suceder que exista una 

contradicción entre sus fundamentos y su fallo (incongruencia interna). 

En consecuencia, los fundamentos de la pretensión del actor y la 

resistencia del demandado funcionan como garantía para ambos ya que 

constituyen el límite del juez para dictar sentencia. Los hechos que no han sido 

afirmados por las partes, para el magistrado no existen y por el contrario, sí 
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debe pronunciarse sobre lo manifestado y comprobado por ellas independiente 

de lo que surja del cotejo con la realidad misma. 

Quiero detenerme un instante y destacar algo que no resulta un detalle 

menor (ya que muchos parecen ignorar este punto de partida): las partes 

aportan los hechos y el juez dicta la norma jurídica que concluye el conflicto 

entre ellas. El juez activista, que a través de medidas de mejor proveer ordena 

la producción de medios de prueba, que confirman alguno de los hechos 

afirmados por las partes o en el peor de los casos, que aportan hechos nuevos 

no alegados por ellas, desvirtúa la pretensión que sustenta el proceso, cayendo 

así nuevamente en incongruencia en su sentencia (Extra o ultra petita). 13 

Cabe destacar además, que la introducción intempestiva de hechos por 

parte de la autoridad judicial, no sólo excede el marco de sus funciones sino 

que además suprime el derecho de audiencia que les asiste a las partes, 

violando el debido proceso legal.14   

Sin embargo, con respecto a la aplicación del derecho las cosas son 

distintas. En virtud del principio iura novit curia, el juez tiene la facultad de elegir 

la norma aplicable, la que mejor se adapte a la situación jurídica. Así, puede 

resultar que la calificación legal que la sentencia haga de los hechos sea 

distinta a la imputación jurídica que le otorgaron actor y demandado en sus 

                                                 
13 El juez no tiene injerencia en la pretensión, la relación jurídica se establece entre el actor y el 
demandado.  
14 Las partes deben tener la facultad de discutir en un pie de igualdad todo lo que sea 
introducido a debate, suprimir esa posibilidad sería atentar contra su derecho de defensa en 
juicio. 
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presentaciones. ¿Ahora bien, dónde está el límite para el juez, hasta dónde se 

puede “disponer” del derecho aplicable? 

En rigor el límite al principio iura novit curia es algo difuso, sólo se 

abusará de la aplicación de este principio, cuando la interpretación que haga el 

magistrado del derecho aplicable sea tal que desvirtúe la pretensión incoada.  

Pensemos sino en un juez que declara la inconstitucionalidad de una 

norma sobre la cual las partes han fundado sus pretensiones y defensas. ¿Esta 

decisión contribuye a dirimir el conflicto de intereses? ¿No aparece a todas 

luces como un abuso del principio iura novit curia15? ¿No es además una 

debida injerencia en el ámbito del poder legislativo16? 

Esta corriente de pensamiento reconoce a los magistrados esta 

prerrogativa de intérprete último del derecho, soslayando la actividad de las 

partes que articulan sus defensas en base a lo que se debate en el proceso y 

no a lo que el juez intempestiva e imprevistamente introduzca en él.  

Al efecto, es preciso distinguir la diferencia entre la imputación jurídica 

que hace el demandado de los hechos y la calificación legal del magistrado.  

                                                 
15 Muchos de los que defienden el activismo judicial están de acuerdo con la declaración de 
inconstitucionalidad de oficio y la ven contenida en el principio iura novit curia sin poder 
advertir, en mi opinión, la diferencia entre elegir la norma que mejor resuelve conflicto y 
declarar la inconstitucionalidad de una norma que se presume válida. Si entre las pretensiones 
y resistencias de las partes no estaba involucrada esta solicitud ¿le corresponde al juez 
atribuirse esta facultad?  
16 Defender la declaración de constitucionalidad oficiosa es lo mismo que decir que los jueces 
se encuentran en condiciones per se de evaluar las normas dictadas en ejercicio del Poder 
Legislativo del Estado. Las limitadas injerencias del poder judicial en la esfera de lo que resulta 
competencia del Poder Legislativo sólo debe ser viable cuando es la parte la que lo peticiona a 
través de la instancia. De lo contrario el juez estaría extralimitándose en las facultades que le 
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La imputación jurídica integra junto a los hechos el elemento causal de la 

pretensión del requirente, por tanto, es privativo de este último modificarla. El 

juez debe apreciar la imputación jurídica que actor y demandado hicieron de los 

hechos y una vez examinado lo solicitado, proceder a efectuar la calificación 

legal definitiva expresada a través de la sentencia. Ergo, al juez sólo le está 

permitido elegir y aplicar el derecho aplicable pero siempre enmarcado dentro 

de la imputación jurídica que actor y demandado hubiesen efectuados de los 

hechos. En el caso contrario estaría alterando la pretensión objeto del proceso 

por lo que caería una vez más en incongruencia, resolviendo sobre lo que las 

partes no pidieron o por más de lo que solicitaron.   

El activismo judicial muchas veces no advierte este límite que limita a los 

jueces en una de sus atribuciones más específicas, dictar la resolución que 

concluye el proceso. Es por esto que les resulta tan necesario actuar de forma 

oficiosa, siendo ésta la única herramienta con la que cuentan para apartarse de 

la ley, que establece claramente cuáles son las atribuciones que le competen.17 

                                                                                                                                            
han sido conferidas para administrar justicia e indefectiblemente se crearía un desequilibrio 
entre los poderes de gobierno. 
17 Aunque lamentablemente muchas veces es la misma norma la que les abre la puerta para 
abusar de sus poderes. Véase sino en nuestro código procesal actual las medidas de mejor 
proveer o las declaraciones oficiosas de inconstitucionalidad previstas en algunos códigos 
provinciales. 
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La pretensión, entendida en su elemento objetivo, subjetivo y causal18 se 

erige como garantía para las partes, ya que delimita el actuar del juez de modo 

que no intervenga en ámbitos privativos de ellas. 

 

V- Hacia una reforma 

 
 
 Nuestro sistema judicial está colmado de deficiencias, resulta imperioso 

un cambio integral que solucione el retardo en los pronunciamientos, la 

acumulación de causas, la permanente negación de justicia. Sobretodo porque 

esta crisis se traduce día a día en ignorancia a nuestra Constitución y en 

consecuencia, creciente descreimiento por parte de la sociedad en el Poder 

Judicial. 

 El foco de corrupción ha invadido el sistema de justicia y la actividad de 

los jueces se encuentra cada vez más sospechada de ilegalidad, arbitrariedad 

y favoritismos al poder político. Los Juzgados se encuentran saturados de 

causas a las que no le pueden dar pronto trámite por falta de estructura, de 

recursos y por apego a sistemas antiguos que contribuyen a burocratizar aún 

más el sistema.  

                                                 
18 El elemento subjetivo de la pretensión está dado por los sujetos que la integran, el actor y el 
demandado; el elemento objetivo se refiere a la obtención por parte de la autoridad de una 
resolución favorable a la petición formulada y finalmente, el elemento causal está integrado por 
el hecho invocado en la demanda al que el actor le asigna trascendencia jurídica y la 
imputación jurídica que el actor efectúa al demandado con motivo de aquél hecho. Ver 
Alvarado Velloso, Adolfo “Introducción al estudio del derecho procesal”, Ed. Rubinzal- Culzoni, 
Santa Fé, 1992 pág. 97 y ss.  
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 En este contexto, el activismo propone otorgarle mayores poderes 

instructorios al juez, facultándolo a impulsar de oficio los expedientes y a 

proponer las medidas de prueba que sean necesarias, siempre en miras a la 

finalidad social que se le ha encomendado.  

Sin duda la “verdad” y la “justicia” son valores seductores para perseguir, 

pero en vez de perseguir fines tan abstractos, ¿no sería más eficaz y tangible 

comenzar garantizando el respeto por el debido proceso? Si la sociedad está 

constituida por la suma de los individuos ¿Puede verse afectada en su conjunto 

por el irrestricto respeto a los derechos individuales?   

Si nuestros jueces pudiesen garantizar el goce efectivo de estos 

derechos, no me cabe duda que nos encaminaríamos hacia el ideal de justicia. 

El centro de atención en el proceso debe fijarse en la acción procesal y no en la 

función jurisdiccional de los magistrados. 

En definitiva, optar por uno u otro método para administrar justicia, no 

sólo traduce una forma de pensar el Derecho, sino además la elección una 

ideología de Estado 

Un gobierno autoritario pretende reducir cada vez más el grado en el que 

los individuos participan en decisiones fundamentales del Estado, los trata 

como negligentes o ignorantes que no son capaces de tomar decisiones por sí 

mismos, entonces los protege, los suple en sus actividades, los controla, etc. 

En contrapartida, los individuos trasladan a las autoridades las decisiones que  

le pertenecen y la consecuente responsabilidad por sus consecuencias.  
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En mi humilde opinión, todavía no podemos desprendernos de estas 

conductas, hay quienes no reconocen autonomía y capacidad en los 

ciudadanos para actuar y sostienen posturas paternalistas que subyugan al 

individuo.  

Sólo un pueblo conocedor y respetuoso de su Constitución puede 

construir en libertad un Estado de Derecho. La misión del Estado es garantizar 

a los ciudadanos la posibilidad de realizarlo, ni más ni menos que eso. El 

derecho procesal debe ser una expresión de esta ideología, eso es lo que 

sostiene el garantismo, el apego a nuestra Ley Fundamental. 
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Conclusiones 

 

• En definitiva, a lo que el juez debe apuntar es a formar su 

convicción en base a todos los indicios probatorios arrimados por 

las partes y las conclusiones arribadas por sus auxiliares. El 

magistrado no examina personalmente todas las pruebas 

aportadas ni ha presenciado los hechos descriptos por las partes, 

en consecuencia no cuenta al momento de dictar sentencia con 

un conocimiento acabado de los hechos, sino que la “verdad 

procesal” se va construyendo a lo largo del proceso y se define al 

concluir el mismo. 

• Las pretensiones indagatorias del juez jamás deben ubicarse  

sobre los derechos de las partes, no podemos perder de vista que 

lo que pone en movimiento la función jurisdiccional es la instancia 

y que todo lo actuado fuera de lo rogado por las partes, 

compromete inevitablemente su imparcialidad, cuando no deviene 

además en arbitrario y autoritario. 

• El juez activista, que a través de medidas de mejor proveer 

ordena la producción de medios de prueba, que confirman alguno 

de los hechos afirmados por las partes o en el peor de los casos, 

que aportan hechos nuevos no alegados por ellas, desvirtúa la 
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pretensión que sustenta el proceso cayendo así nuevamente, en 

incongruencia en su sentencia (Extra o ultra petita). 

• Sólo un pueblo conocedor y respetuoso de su Constitución puede 

construir en libertad un Estado de Derecho. La misión del Estado 

es garantizar a los ciudadanos la posibilidad de realizarlo, ni más 

ni menos que eso. El derecho procesal debe ser una expresión de 

esta ideología, eso es lo que sostiene el garantismo, el apego a 

nuestra Ley Fundamental. 

 

 

ESTA PONENCIA FUE ELEGIDA COMO SEGUNDA MEJOR PONENCIA EN 

LA CATEGORÍA JOVEN ABOGADO. 

HA SIDO PREMIADA CON MEDIA BECA PARA LA MAESTRÍA EN 

DERECHO PROCESAL, DICTADA EN LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE 

ROSARIO Y DISTINGUIDA CON EL DIPLOMA QUE SIGUE A 

CONTINUACIÓN. 
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